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17. Urbanismo y obras públicas

La falta de personal necesario, el recurso del silencio administrativo, los procedimientos lentos y 
farragosos, la desinformación sobre los expedientes... llevan a provocar el desaliento en la ciudadanía y 
la impresión de que la Administración no funciona bien. Acuden al Defensor del Pueblo andaluz -nos han 
indicado en algunas quejas- con una confianza: que no nos parezcamos a la Administración.

En un Estado de Derecho la actividad administrativa es crucial para la consecución del interés general y, 
desde esta perspectiva, los principios constitucionales y estatutarios que la delimitan, sujetan la actuación 
pública a unas normas procedimentales a través de las cuales la Administración debe manifestar su voluntad 
y garantizar el cumplimiento de dichos principios.

Principios que no se detienen en la mera observancia estricta de procedimiento y trámites, sino que más 
allá reclaman la plena efectividad de garantías y derechos reconocidos legal y constitucionalmente a la 
ciudadanía, entre los que se encuentran el correspondiente a que sus asuntos se traten de manera objetiva 
e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable. 

Estas disfunciones en la actuación de los organismos y entidades públicas, desgraciadamente, no 
constituyen una novedad en el ámbito de las relaciones de la ciudadanía con la Administración. Las demoras 
y retrasos en la actuación administrativa vienen a constituir un mal endémico en el funcionamiento de 
nuestras Administraciones públicas que no termina de resolverse a pesar de las medidas y garantías que 
se han ido incorporando para combatirlo. 

Y no será porque las distintas leyes reguladora del Procedimiento Administrativo hayan ahorrado medidas 
para evitar estas situaciones o paliar sus consecuencias. Así, entre otras medidas, se ha impuesto a las 
Administraciones la obligación de resolver sus procedimientos en un plazo determinado; la obligación de 
publicar los plazos máximos de duración de sus procedimientos; la obligación de motivar la ampliación del 
plazo para resolver un procedimiento cuando concurran causas justificadas; la obligación de racionalizar, 
normalizar y automatizar sus procedimientos; la obligación expresa que se impone a las autoridades y 
personal al servicio de las Administraciones de cumplimiento de los plazos establecidos legalmente; 
la responsabilidad disciplinaria en que pudieran incurrir por incumplimiento de dicha obligación; la 
ampliación de los plazos para recurrir los actos presuntos.

Sin embargo, en la práctica, estas medidas han tenido un carácter más formal que efectivo para la 
consecución del fin perseguido. Frente a ello, es imprescindible la creación de un clima contrario al 
retraso en la actuación de las Administraciones públicas, que debe implicar a todas las partes afectadas 
por este problema y que se proyecta a toda la sociedad, por cuanto con esas prácticas dilatorias de la 
Administración no sólo se está vulnerando el derecho de la persona interesada a la tutela administrativa 
efectiva, sino que, finalmente, es el propio interés público el que resulta en última instancia perjudicado. 

Instituciones, como las Defensorías del Pueblo, deben ser parte especialmente comprometida en 
conseguir ese cambio de cultura que consiente y se resigna a las demoras en el actuar de la Administración 
como algo inevitable y consustancial al sistema. Pero, junto a ellas, todas las demás instancias públicas y 
sociales deben asumir seriamente sus obligaciones al respecto y adoptar las medidas que procedan para 
garantizar de forma efectiva el derecho a una buena administración reconocido a la ciudadanía.

En definitiva, el contenido de este Balance clarifica nuestro trabajo y compromiso de presente y futuro, 
haciendo frente a los nuevos retos que nos demanda la ciudadanía para los próximos años. Y refleja, 
además, la apuesta de esta Defensoría por lograr la ansiada paz y convivencia de la ciudadanía andaluza 
en igualdad y disfrute de los derechos.

1.2. Cultura y Deporte 
1.2.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite 

1.2.2.1. Amenazas al patrimonio monumental 
...

También este año hemos actuado en relación con varios inmuebles situados en el conjunto histórico de 
la ciudad de Baza. Sobre este singular escenario hemos desarrollado también una importante actividad de 
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supervisión a través, entre otras, de la queja 19/81 sobre las actuaciones en la Alcazaba de la localidad; 
la queja 19/3725 que ha permitido impulsar las actuaciones sobre el Palacio de los Marqueses de Cadimo; 
o la queja 19/3726 sobre los planes de protección del conjunto histórico de Baza. 

En este expediente concretamos nuestra posición en base a que 
existían dos instrumentos; uno referido al Conjunto Histórico de 
Baza donde el Ayuntamiento cuenta con un Plan General con 
contenido de protección aprobado definitivamente, con vigencia 
plena. Además su aplicación práctica implica que se ha delegado 
en el Ayuntamiento, mediante Orden de la Consejería de Cultura 
la competencia para autorizar obras o actuaciones que desarrollen 
o ejecuten el planeamiento aprobado y que afecten únicamente a 
inmuebles que no sean Monumentos, Jardines Históricos o Zonas 
Arqueológicas ni estén comprendidos en su entorno o en el ámbito 
territorial vinculado a una actividad de interés etnoIógico. 

...

1.2.2.2. La protección de nuestro pasado arqueológico 
...

De todo el amplio elenco de tipología del patrimonio cultural, los elementos de valor arqueológico ostentan 
en el territorio andaluz un espacio de una importancia singular. Probablemente, el caso más destacado 
por su impacto y trascendencia en el ejercicio de 2019 ha sido el de unos expolios realizados contra un 
yacimiento explorado en el paraje de El Torbiscal, en Utrera (Sevilla), con motivo de obras de carreteras.

Al tener conocimiento de estos ataques iniciamos la actuación de oficio queja 19/1996 que dio lugar a 
una resolución en la que apuntábamos una medida singular consistente en la Sugerencia de promover 
en los procedimientos de contratación pública las acciones que se deben acometer en caso de hallazgos 
sobrevenidos incorporando medidas complementarias de seguridad sobre dichos restos, de tal manera 
que se disponga de reacciones ágiles y programadas que incorporen de manera adecuada los recursos de 
seguridad que vigilen los hallazgos pero que, además, resulten capaces de proteger de manera efectiva su 
integridad y la de los profesionales responsables.

La respuesta ofrecida por la Delegación de Cultura se mostró muy colaboradora sobre la Sugerencia, por 
lo que concluimos la necesidad de que la Administración concrete en un futuro las acciones específicas para 
adecuar los contenidos de los Pliegos de Prescripciones Técnicas y clausulado de los contratos del Sector 
Público recogiendo las condiciones que permitan habilitar servicios añadidos de seguridad y vigilancia ante 
supuestos motivados de riesgo de expolios, o frente a ataques a las intervenciones arqueológicas.

...

1.3. Dependencia y Servicios sociales 
1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite 

1.3.2.2. Personas con discapacidad 

1.3.2.2.5.Este tema en otras materias

1.3.2.2.5.1. Igualdad, Urbanismo y Vivienda 
...

Continuando con el apartado de accesibilidad, nos llegan otros problemas derivados de la existencia de 
barreras urbanísticas y arquitectónicas en los itinerarios peatonales, obstáculos, carteles y bolardos que 

“Necesidades de 
protección del ingente 
patrimonio histórico 
artístico que tiene 
Andalucía”

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-informan-de-las-labores-de-conservacion-para-el-palacio-de-marqueses-de-cadimo-en-baza
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-mas-seguridad-cuando-se-encuentren-yacimiento-a-raiz-del-saqueo-en-el-torbiscal-de-utrera

